Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala I; COSENTINO MARIA VICTORIA c/ GCBA Y OTRAS. 21-04-2008. Causa Nº 25586-0
Buenos Aires, 21 de abril de 2008. Y VISTOS: Estos autos, para resolver sobre el recurso de apelación interpuesto y fundado por la parte demandada a fs. 63/65, cuyo traslado fue contestado por la contraria a fs. 69/70, contra la sentencia de fs. 58 que hizo lugar al amparo deducido en los términos de los arts. 14 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y 8 de la ley 104 e impuso las costas a la demandada. I.- La actora promovió acción de amparo en los términos de los art. 14 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires y 8 de la ley 104 solicitando se ordene al GCBA (Ministerio de Hacienda), que informe diversos datos relacionados a las valuaciones de inmuebles de la ciudad y la forma de ejecución de las sumas adeudadas por los contribuyentes. II.- A fs. 52/53 la parte demandada contestó el traslado conferido, produciendo el informe solicitado, por lo tanto, la señora Magistrada concluyó que se encontraba cumplida la requisitoria judicial e impuso las costas a la demandada. Contra dicha resolución el GCBA interpuso recurso de apelación, circunstancia que motiva la intervención de esta Alzada. III.- Las objeciones vertidas en el memorial se refieren exclusivamente a la imposición de las costas, según lo manifestado por el recurrente a fs. 67. IV.- Este Tribunal ha señalado anteriormente que el amparo por mora es una acción tendiente a obtener una orden judicial de pronto despacho que puede deducir quien reviste la condición de parte en un procedimiento administrativo, cuando el órgano competente ha dejado vencer los plazos fijados o, en ausencia de éstos, ha transcurrido un plazo que excede pautas temporales razonables sin dictar el acto que corresponda (esta Sala, in re “Skurnik, Carlos Marcelo c/ G.C.B.A –Dir. Gral. De Fiscalización de Obras y Catastro- s/ Amparo”, del 12/6/01; “Carnraces S.R.L –Radio Taxi Okey c/ G.C.B.A s/ Amparo”, EXP nº 3519). En ese orden de ideas, la jurisprudencia ha establecido que el derecho a peticionar “ no se agota en el mero acto de su ejercicio por parte del interesado, sino que exige una respuesta de la administración. Por ende, frente a aquel derecho, se sitúa la obligación de responder, lo que significa que la Administración deba pronunciarse en uno u otro sentido, sino tan sólo que debe expedirse de manera fundada” (CNCiv. Sala H, in re “Iwai de Nakatsuno Chieko c/ G.C.B.A s/ Amparo”, del 5/XII/97). A su vez, esta Sala ha puesto de relieve que el informe que corresponde realizar a la demandada, frente al requerimiento judicial en el marco del amparo por mora, constituye un verdadero acto de defensa y, por ello, en él podrá alegar y probar la inexistencia de mora (in re “Emebe S.A.C.F.A.I y M c/ G.C.B.A. s/ Amparo”, expte. nº 2201/01, entre muchos otros antecedentes; Salgado, Alí Joaquín y Verdaguer, Alejandro César, Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Astrea, Buenos Aires, p. 295, 133). En efecto, la pretendida unilateralidad del proceso no es tal, pues subyace en el amparo por mora un conflicto entre partes adversas que, para su solución, requiere la intervención de la Jurisdicción. Esta dirime la controversia mediante un acto de imperio dictado al cabo de un proceso gobernado por el principio de bilateralidad. Y, si en virtud del ejercicio del derecho de defensa, la administración demuestra la ausencia de mora, podrá eximirse de costas pues habrá quedado comprobado que no dio causa a la promoción de la acción (esta Sala, in re “Argen X S.A. c/ G.C.B.A. s/ Amparo”, expte. “EXP 37/0”; arg. art. 64 CCAyT; Salgado, Alí J. –Verdaguer, Alejandro; Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Astrea, 2da edición, Buenos Aires, 2000, p. 301). V.- En cuanto a la la ley 104, este Tribunal ha señalado (in re “Buchhalter, Luis” sentencia del 31 de marzo de 2006), que ésta prevé una acción de amparo ante este fuero, frente a la negativa a brindar la información de acceso público que hubiera sido requerida. La naturaleza de la acción examinada resulta de índole predominantemente instrumental, en la medida en que sólo tiende a vencer la resistencia al cumplimiento de la obligación de informar y no tiene por cometido evitar o hacer cesar una lesión, restricción, alteración o amenaza de los derechos y/o garantías constitucionales o legales. La vinculación existente entre el derecho de acceso a la información –en el plano instrumental- y la protección de otro género de derechos –en el plano sustancial- ya ha sido resaltada anteriormente por este Tribunal (v. “Defensoría del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires c/Secretaría de Obras y Servicios Públicos s/amparo”, expte. nº 9903/00, pronunciamiento del 29/11/00, consid. “V”). Ello permite concluir que -sin perjuicio de sus peculiaridades- la naturaleza jurídica de la acción sub examine se aproxima a la del amparo por mora, ya que cabe concebir a este último como una pretensión tendiente a obtener una orden judicial de pronto despacho, cuando el órgano interviniente haya dejado vencer los plazos pertinentes sin dar cumplimiento a su obligación legal de contestar el requerimiento formulado por el interesado (v. esta Sala, in re “Argen X S.A. c/GCBA. s/Amparo” expte. “EXP 37/0”). Partiendo de la analogía señalada y de la vigencia de aquél instituto en esta jurisdicción local -según lo decidido por esta Sala en el último antecedente mencionado- a fin de resolver la pertinencia de la imposición de costas corresponde recordar lo resuelto sobre el particular en el ámbito del amparo por mora. Al respecto, esta Sala ha señalado que el informe que incumbe evacuar a la demandada frente al requerimiento judicial constituye un verdadero acto de defensa, y por ello en el podrá alegar y probar la inexistencia de demora o aportar fundamentos que tiendan a justificarla (in re “Argen X S.A.”, ya citado; conf. Salgado, Alí Joaquín y Verdaquer, Alejandro César, Juicio de amparo y acción de inconstitucionalidad, Astrea, Buenos Aires, 2000, p. 295, § 133). Asimismo, el Tribunal ha puesto de relieve que, cuando durante la sustanciación de la causa la administración cumple la orden judicial impartida –en la especie brindar la información requerida- la cuestión deviene abstracta, pero ello no obsta a que ese extremo posea gravitación en lo relativo a la imposición de costas. Con relación a este último aspecto, las costas habrán de ser impuestas a la administración siempre que de las constancias de la causa surja que se encontraba en mora en oportunidad de interponerse la demanda. La pretendida unilateralidad del proceso no es tal, pues subyace en el amparo por mora un conflicto entre partes adversas que para su solución requiere la intervención de la Jurisdicción, la que dirime la controversia mediante un acto de imperio dictado al cabo de un proceso regido por el principio de bilateralidad. Y si merced al ejercicio de su derecho de defensa la Administración demuestra la ausencia de mora y se allana a la pretensión dando cumplimiento a su deber dentro del plazo correspondiente, podrá eximirse de costas pues habrá quedado comprobado que no dio causa a la promoción de la acción (arg. art. 64 CCAyT; esta Sala, in re “Argen X S.A.”, ya citado; Salgado, Verdaguer, ob. cit., p. 301). Orientado en los principios enunciados, este Tribunal resolvió anteriormente que “...la imposición de costas constituye un resarcimiento por los gastos efectuados por quien se vio obligado a desarrollar una actividad para sustentar su postura y obtener el reconocimiento de su derecho” (esta Sala, in re “Cañado, María Alicia c/ G.C.B.A. –Dirección Gral. de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Amparo”, expte. 29/00, del 19/12/00), en el caso, para lograr la obtención de la información de acceso público conforme a las previsiones de la ley. A su vez, en el mismo antecedente se puntualizó que la alegación consistente en que la demandada no reviste el carácter de parte en el amparo por mora “...no tiene en consideración la circunstancia que fue la exclusiva negligencia de la Administración la que provocó el inicio, la tramitación de la acción, y el devengamiento de los gastos correspondientes, que no se podrían imponer al accionante so pretexto de posiciones doctrinarias...” (esta Sala, en el antecedente citado precedentemente). En consecuencia, ponderando que la demandante se vió obligada a deducir la acción a fin de vencer el silencio de la demandada, la imposición de costas efectuada en la instancia de grado se muestra ajustada a derecho al asentarse en el principio objetivo de la derrota que con carácter general recoge el artículo 62 CCAyT, por no advertirse que concurran fundadas razones para apartarse en la especie de esa pauta general (esta Sala, in re “Pampín Gustavo c/GCBA s/amparo (art. 14 CCABA)”, expte. 1305/0). Ello torna innecesario expedirse sobre los demás agravios vertidos en el memorial. Al respecto, cabe puntualizar que –según se ha señalado reiteradamente- el Tribunal no se encuentra obligado a seguir al apelante en todas y cada una de las cuestiones propuestas a consideración de la Alzada, sino tan sólo a aquéllas que son conducentes y esenciales para decidir el caso y bastan para sustentar un pronunciamiento válido (CSJN, Fallos, 248:385; 272:225; 297:333; 300:1193; 302:325, entre muchos otros), esta Sala, in re “GCBA c/Maciel s/ejecución fiscal” ejf 12415/0, sentencia del 26/6/03. Por lo expuesto corresponde desestimar los agravios vertidos con relación al punto, y confirmar en el aspecto examinado la sentencia apelada, por los fundamentos precedentemente expuestos. DISIDENCIA DEL DR. ESTEBAN CENTANARO: 1. Que coincido con el relato de los hechos expuesto en el decisorio que antecede. 2. Que si bien la nueva ley de amparo no prevé ninguna disposición en materia de costas, debe aplicarse supletoriamente el artículo 62 del CCAyT, a tenor de lo dispuesto por el artículo 28. Dicha norma prevé que: “La parte vencida en el juicio debe pagar todos los gastos de la contraria, aún cuando ésta no lo hubiese solicitado. Sin embargo, el tribunal puede eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al/la litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento, bajo pena de nulidad”. En este sentido debe considerarse a la hora de imponer las costas que la Sra. Jueza de primera instancia declaró abstracta la cuestión, justamente porque la administración satisfizo la pretensión de la accionante contemporáneamente con el traslado conferido a fs. 15, en virtud del art. 11 de la ley 2145. Así, en su primera presentación, la demandada acompañó la documentación que dio respuesta a lo solicitado por la accionante y esa valiosa actitud no puede soslayarse. En tal sentido la mal llamada ley 16.986 (vigente en la Ciudad hasta el dictado de la ley 2145) con miras a alentar el cumplimiento de la demandada, eximía de costas al Estado, si cesaba el acto u omisión en que se fundó el amparo con anterioridad a la contestación del informe del artículo 8 (situación que podría equipararse al traslado de la demanda, que prevé el actual artículo 11 de la ley 2145); (en igual sentido, Sala II del Fuero, vide voto en disidencia in re “Consentino, María Victoria c/GCBA y otros s/amparo (art. 14, CCABA)” exp. 25471/0, sentencia del 18/03/08). Por tanto, atendiendo a la celeridad con el GCBA satisfizo el objeto procesal de esta causa, las costas deben imponerse por su orden (art. 62, 2º párrafo del CCAyT).TAL MI VOTO. En mérito a las consideraciones vertidas, jurisprudencia, doctrina y textos legales citados; el Tribunal, por mayoría de votos, RESUELVE: 1) Rechazar el recurso de apelación interpuesto y, en consecuencia, confirmar la resolución recurrida en todo lo que fue materia de apelación y agravio. 2) Costas en esta instancia a la demandada vencida, por no encontrarse motivos que justifiquen apartarse del criterio objetivo de la derrota (arg. art 62 CCAyT). Regístrese y, oportunamente, devuélvase, encomendándose al Juzgado de origen el cumplimiento de las pertinentes notificaciones, conjuntamente con la providencia que haga saber la devolución de los autos. Dr. Carlos Francisco Balbín Dr. Horacio Guillermo A. Corti Juez de Cámara Juez de Cámara Dr. Esteban Centanaro Juez de Cámara (en disidencia)
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